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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 26 
de mayo de 2011, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada por 
Dña. xxxxx, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 25 de abril de 2011 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 27 de abril de 

2011, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 539/2011, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Amilivia González. 

 
 Primero.- El 8 de octubre de 2008 Dña. xxxxx, de 67 años de edad, 
presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento 
de xxxx1, debido a los daños sufridos el día 25 de de agosto de 2006 en la 
carretera de xxxx2 de esta localidad, al sufrir una caída por tropezar con unos 
salientes de hormigón y cemento que sobresalían de la calzada. Añade que la 
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citada carretera carece de arcén y de zona peatonal. Indica además que del 
accidente hubo varios testigos a los que no identifica. Solicita una 
indemnización total de 62.277,19 euros, correspondientes a 30 y 120 días 
impeditivos y no impeditivos, respectivamente, y 45 puntos por secuelas, 
incrementado todo ello en un 25% en concepto de “criterios orientadores de las 
Audiencias Provinciales”.  

 
Acompaña a su reclamación fotografías del estado de la calzada y copias 

del D.N.I., del informe del Servicio de Urgencias y de seguimiento de la lesión 
alegada, consistente en fractura de humero derecho y del Auto de la Audiencia 
Provincial de xxxx3 de 9 de Octubre de 2007, notificado a la reclamante el día 
22 del mismo mes y año, que confirma el archivo del procedimiento penal 
seguido a raíz del accidente ante el Juzgado de Instrucción nº 3 de xxxx3.  

 
A requerimiento de la Administración, el 13 de noviembre de 2008 aporta 

informe del médico rehabilitador (en el que se señala que, tras 50 sesiones de 
rehabilitación, se le da el alta por mejoría el 30 de diciembre de 2006), factura 
del centro rehabilitador por importe de 1.000 euros e informe de seguimiento 
completo en el que consta el alta producida el 26 de abril de 2007. 

 
Requerida de nuevo la reclamante para que confirme la fecha de alta 

médica, esta manifiesta que le fue dada el 26 de abril de 2007. 
  
Segundo.- Obra en el expediente informe de la Sección de Urbanismo 

del Ayuntamiento de 22 de diciembre de 2010 que indica que “tal y como se 
recogía en el informe de inspección ocular emitido por la Policía Local con fecha 
2 de marzo de 2007, resulta que: 
 

»Primero.- No existen obstáculos de hormigón y cemento que 
sobresalgan en la zona del arcén de la carretera por el que se desarrolla el 
tránsito de peatones, habida cuenta de la no existencia en ese tramo de 
acerado pavimentado. El citado arcén presenta un ancho variable entre 60 y 
100 cm. careciendo prácticamente de pendiente longitudinal y transversal y 
considerándose apto para un tránsito peatonal normal. 
 

»Segundo.- Existe un resalto o diferencia de cota entre el 
aglomerado de la calzada y el espacio terrizo del arcén. Dicho resalto es 
longitudinal, sensiblemente paralelo al eje de la calzada y presumiblemente su 
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existencia esté motivada para facilitar el drenaje de las aguas pluviales de la 
calzada de la carretera. La altura del resalto varía entre los 6 y los 12 cms. 
siendo en todo caso inferior a la altura de 14 cm., que normalmente presentan 
los bordillos que delimitan las calzadas de las aceras en los casos en que estas 
últimas existen. 

 
»Por tanto, a la vista de la situación en la que se encontraba la 

zona en la que al parecer se produjo la caída, se desprende que la misma no es 
imputable a un funcionamiento normal o anormal de los servicios municipales”. 

 
Tercero.- Concedido trámite de audiencia el 15 de febrero de 2011, el 3 

de marzo la interesada presenta alegaciones en las que reitera la pretensión. 
 
Cuarto.- El 21 de marzo de 2011 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación planteada, aunque se advierte que se debería 
haberse inadmitido por extemporánea. 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla A), apartado g), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
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Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 
desde que se presenta la reclamación (8 de octubre de 2008) hasta que se 
formula la propuesta de resolución (21 de marzo de 2011). Esta circunstancia 
necesariamente ha de considerarse como una vulneración de los principios y 
criterios que han de regir la actuación administrativa, recogidos en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, como los de eficacia, celeridad, eficiencia y 
servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de 
conllevar necesariamente la cantidad que, como indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración, se vaya a conceder al 
reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 
 

3ª.- Concurren en la interesada los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde al Alcalde de la 
Corporación Local, o a la Junta de Gobierno Local, en el caso de la existencia de 
la delegación de competencias efectuada por el Alcalde a favor de aquélla, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el 
artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 
139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que además se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 

Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero, 1 
y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3.583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3.251/2002) y de 
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este Consejo Consultivo (por todos, Dictámenes 1.008/2005, de 1 de diciembre; 
1.134/2005, de 12 de enero de 2006; 59/2006, de 19 de enero; y 300/2006, de 
23 de marzo), la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige 
la concurrencia de los siguientes requisitos: 
 

a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 

c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 

d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial presentada por Dña. xxxxx, debido a los daños 
sufridos en una caída por el mal estado de la calzada por la que transitaba. 

 
La primera cuestión que debe abordarse es la de si la reclamante ha 

ejercitado la acción en tiempo hábil, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya citada. La propuesta de 
resolución advierte que ha prescrito el derecho a reclamar por entender, en 
definitiva, que se ha producido la presentación extemporánea de la 
reclamación, con infracción del referido artículo, si bien se pronuncia también 
sobre el fondo y desestima la reclamación por falta de acreditación de la 
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relación de causalidad entre el daño alegado y el funcionamiento del servicio 
público municipal. 

 
En relación a la prescripción, ha de partirse de la doctrina imperante en 

la jurisprudencia, a la que también se refiere el Consejo de Estado. El Dictamen 
de este último, nº 242/1999, de 15 de abril, se refiere a esta cuestión con 
palabras que resumen la posición entonces ya predominante en la doctrina: 

 
 “En este sentido debe destacarse que este Cuerpo Consultivo ha 

venido tradicionalmente considerando que el plazo de prescripción de un año 
para promover la acción de responsabilidad extracontractual de la 
Administración debe interpretarse en sentido flexible, antiformalista y favorable 
al perjudicado, de tal suerte que las actuaciones judiciales interrumpen la 
prescripción para el ejercicio de la acción de responsabilidad patrimonial de la 
Administración, de tal manera que, una vez concluidas las actuaciones 
judiciales, comienza a computarse de nuevo entero el plazo de un año previsto 
al efecto. Así lo ha venido sosteniendo el Consejo de Estado en numerosos 
dictámenes (187/95, de 16 de febrero de 1995; 1.624/95, de 5 de octubre de 
1995; 1.919/95, de 11 de octubre de 1995; 31/96, de 21 de febrero de 1996; 
2.124/96, de 11 de julio de 1996; y 5.672/97, de 27 de noviembre de 1997, 
entre otros). 

 
»Ningún reparo cabe oponer a que tal criterio pueda aplicarse a 

los casos en que las actuaciones que preceden a la reclamación indemnizatoria 
deducida en vía administrativa son actuaciones no de orden procesal, sino 
administrativas o de otro tipo, cuando no evidencian un abandono de su 
pretensión de reclamar, ni un aquietamiento del perjudicado. Cuando éste inicia 
una acción extrajudicial (cual es, por ejemplo, la de reclamar directamente ante 
la empresa contratista de las obras) conectada directamente con lo que 
después constituirá su pretensión en la vía de reclamación de responsabilidad 
de la Administración, es posible considerar que en tales casos, con rigor, no 
podría hablarse de abandono real de su acción de reclamar por parte del 
perjudicado”. 

 
Después de indicar que el peticionario había revelado en su actuación 

“un animus interruptivo patente y demostrativo, sobre todo, de su intención de 
no abandonar su derecho a reclamar”, se afirma en el citado Dictamen: 
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 “No resulta ocioso, por lo demás, recordar, a estos efectos, la 
tendencia jurisprudencial favorable a una atenuación del rigor en la apreciación 
de las causas interruptivas, más en consonancia con el tratamiento restrictivo y 
cauteloso que de la institución jurídica de la prescripción se viene propugnando 
(Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 1991, 12 de mayo de 
1994 y 20 de junio de 1994). 

 
 »La Sentencia del Alto Tribunal de 22 de marzo de 1985, 

perfectamente ilustrativa de esta corriente jurisprudencial, declaró que ‘la 
prescripción como limitación al ejercicio tardío de los derechos, en beneficio de 
la seguridad jurídica, excluye una interpretación rigorista por tratarse de una 
institución que, por no hallarse fundada en la justicia intrínseca, debe merecer 
un tratamiento restrictivo’ (…)”.  

 
La doctrina jurisprudencial fijada por el orden jurisdiccional civil, en lo 

relativo a la prescripción ha avanzado por el camino de la flexibilidad, alejada 
de toda interpretación restrictiva o rigurosa. La Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Aragón, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 12 de 
noviembre de 2003, que aplica tal doctrina en un supuesto de responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública, se refiere a ella del siguiente modo: 

 
 “Conforme a reiterada doctrina jurisprudencial, de la que es 

exponente la Sentencia de la Sala 1ª del Tribunal Supremo de 16 de enero de 
2003, «por ser la prescripción un instituto no fundado en la justicia intrínseca 
sino en el principio de seguridad jurídica a fin de evitar en la medida de lo 
posible el ejercicio tardío de los derechos (Sentencias de 7 de enero de 1881, 
30 de septiembre de 1986, 20 de octubre de 1988 y las en ella citadas, 14 de 
octubre de 1991), debe ser aplicada con espíritu restrictivo, de tal forma que 
cuando se ponga de relieve un simple atisbo de animus conservandi en quien la 
misma se pretende aplicar, habrá de entenderse interrumpido el plazo de 
prescripción (vid. Sentencia de 18 de septiembre de 1987 y las en ella 
citadas)». Afirmándose en la de la Sala 3ª de dicho Alto Tribunal de 16 de 
enero de 2002 que «la prescripción, como limitación del ejercicio tardío de los 
derechos en beneficio de la seguridad jurídica, excluye una interpretación 
rigorista, por tratarse de una institución que, al no hallarse fundada en la 
justicia intrínseca, debe merecer un tratamiento restrictivo, hasta el punto de 
que el plazo prescriptivo no puede ser aplicado en forma absoluta que no 
permita ponderadas y racionales interpretaciones»; en el mismo sentido, entre 
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otras, las de 5 de marzo de 2001, 4 de noviembre de 2000, 29 de enero de 
1994 y 24 de marzo de 1992”. 

 
La misma jurisprudencia que ha vinculado la interrupción a la voluntad 

conservativa del derecho ha exigido su exteriorización, manifestación o 
constatación en plazo, de forma que resulte fehaciente o suficientemente 
evidenciada al sujeto favorecido por la prescripción. Así, el Tribunal Supremo, 
en Sentencia de 13 de octubre de 1994, ha declarado además que “el acto 
interruptivo de la prescripción exige, no sólo la actuación del acreedor, sino que 
llegue a conocimiento del deudor su realización”. 

 
De cualquier modo la comentada doctrina habrá de aplicarse caso por 

caso, ponderando las circunstancias concurrentes, sin soluciones apriorísticas.  
 
Concretamente, en el caso objeto de análisis debe partirse de que el 

plazo de prescripción -en el caso de la responsabilidad administrativa regulada 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre- es el de un año, estableciendo el 
apartado 5 del artículo 142 de la misma Ley que “en todo caso, el derecho a 
reclamar prescribe al año de producido el hecho o el acto que motive la 
indemnización o de manifestarse el efecto lesivo. En caso de daños, de carácter 
físico o psíquico, a las personas el plazo empezará a computarse desde la 
curación o la determinación del alcance de las secuelas”. 

 
Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal Supremo viene reiterando que 

el día inicial no será aquel en que se produce el daño, sino aquel en que 
termina de manifestarse el efecto lesivo, o se alcanza la curación o la 
determinación de las secuelas físicas, con lo que el perjudicado adquiere cabal y 
perfecto conocimiento de la trascendencia y del mal que padece (Sentencias de 
5 de junio de 1991, 10 de mayo de 1993 y 30 de abril de 1996). De acuerdo 
con el precepto, el día a quo para el inicio del cómputo del plazo debe 
entenderse referido a la fecha del alta de la reclamante, fecha en que se 
determinan las secuelas; dicha fecha, de conformidad con los datos contenidos 
en el expediente y la propia manifestación de la interesada, es la de 26 de abril 
de 2007, desde la cual habría transcurrido más de un año hasta la interposición 
de la reclamación, el 8 de octubre de 2008. Ello no obstante, y tal como se ha 
referido en el antecedente primero de este dictamen, por Auto de la Audiencia 
Provincial de xxxx3 de 9 de octubre de 2007 se desestima el recurso de 
apelación interpuesto por la reclamante contra el Auto de 26 de julio de 2007 
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del Juzgado de Instrucción nº 3 de xxxx3, dictado en las diligencias previas 
seguidas a raíz del accidente. Conforme a la doctrina anteriormente expuesta 
estas actuaciones judiciales interrumpen la prescripción para el ejercicio de la 
acción de responsabilidad patrimonial de la Administración, de tal manera que, 
una vez concluidas las actuaciones judiciales, comienza a computarse de nuevo 
entero el plazo de un año previsto al efecto. Por ello, concluidas las referidas 
actuaciones judiciales con el Auto de la Audiencia Provincial de 9 de octubre de 
2007, que fue notificado a la reclamante el 22 de octubre del mismo año, la 
reclamación presentada el 8 de octubre de 2008 debe considerarse presentada 
dentro en plazo, por lo que no cabe apreciar la excepción de prescripción sino 
entrar a resolver sobre el fondo de la acción.  

 
6ª.- En cuanto al fondo de la cuestión planteada, este Consejo, al igual 

que los órganos que han informado en el expediente, considera que no cabe 
apreciar la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración. 

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por la 

reclamante y la regularidad formal de la petición, la única cuestión planteada 
consiste en establecer si el expresado daño fue o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por la reclamante 
fue o no consecuencia del defectuoso estado de la vía pública, de forma que el 
nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el funcionamiento 
del servicio y el daño producido. 

 
 La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1998 señala que la 
prestación de un servicio público por la Administración y la titularidad por parte 
de aquélla de la infraestructura material, no implica que el vigente sistema de 
responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones Públicas conviertan 
a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos, con el fin de prevenir 
cualquier eventualidad desfavorable o dañosa que pueda producirse con 
independencia del actuar del administrado, porque de lo contrario, aquél se 
transformaría en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico. 
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 El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 
corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non, condicionante de la 
prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración Pública, es la prueba de la existencia de una relación directa, 
inmediata y exclusiva, de causa a efecto, entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público correspondiente; o como dice la expresión 
legal (artículo 139 de la Ley 30/1992), de una lesión que sea “consecuencia de” 
los servicios públicos. 
 
 Y si bien se ha matizado jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal 
Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987 y 8 de 
octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente de 
difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las reglas del 
criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta prueba, 
como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 
reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, tampoco 
la Administración tiene el deber jurídico de soportar la indemnización de unos 
daños que ella no ha causado. 
 
 La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con los 
viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y con lo 
que, más específicamente para el régimen de la responsabilidad objetiva de la 
Administración, dispone el artículo 6.1 del Reglamento de los procedimientos de 
las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. Ello, sin perjuicio de que la regla pueda intensificarse o 
alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la buena fe en su 
vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos de 
hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de 
difícil acreditación para la otra (Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, entre 
otras). 
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En el supuesto sometido a dictamen, a la vista de los documentos que 
integran el expediente, en especial del informe de la Sección de Urbanismo del 
Ayuntamiento, del informe de la Policía Local en él mencionado y del propio 
Auto de 9 de octubre de 2007 de la Audiencia Provincial de xxxx3, no puede 
considerarse probado que el elemento causante del accidente fuera el 
defectuoso estado de la calzada, en la que la reclamante alega que “tropezó 
con unos salientes de hormigón y cemento que sobresalían de la misma”. Así, el 
informe de la Sección de Urbanismo indica al respecto que “tal y como se 
recogía en el informe de inspección ocular emitido por la Policía Local con fecha 
2 de marzo de 2007, resulta que “No existen obstáculos de hormigón y 
cemento que sobresalgan en la zona del arcén de la carretera por el que se 
desarrolla el tránsito de peatones, habida cuenta de la no existencia en ese 
tramo de acerado pavimentado”. Por su parte, el Auto de la Audiencia Provincial 
de xxxx3, en su fundamento jurídico segundo, confirma esta cuestión, al 
señalar que “Lo cierto es que la denunciante conocía perfectamente la situación 
y estado del vial, que como se aprecia en las fotografías aportadas y en el 
informe de la Policía Local permite transitar adecuadamente por él, tanto a 
peatones como a vehículos, encontrándose en un correcto estado de 
conservación. Ante ello, y no constatada la supuesta existencia de salientes de 
hormigón o cemento sino únicamente el resalte lateral que forma el firme 
pavimentado en relación con el arcén, no es posible imputar conducta omisiva 
negligente a terceras personas. La denunciante sabía que transitaba por un vial 
que era una carretera sin aceras pero con arcén practicable, por lo que con 
independencia de que la parte considere que ese vial deba contar con aceras o 
que todas las poblaciones deban contar con calles urbanizadas en el estilo de 
las ciudades; lo cierto es que no se produjo infracción normativa (pues no se 
conoce, ni se ha alegado por la recurrente, la normativa compulsoria que exija 
la construcción de aceras en todas las vías urbanas en municipios del rango de 
población de xxxx1) por parte de persona alguna que justifique la imputación a 
titulo de omisión imprudente de conducta delictiva alguna”. 

 
Cabe concluir de lo expuesto que no queda demostrado en el expediente 

que la lesión se produjera como consecuencia del defectuoso estado de la 
calzada, ni acreditado por tanto, el nexo causal entre el funcionamiento del 
servicio público local y el daño alegado, necesario para el nacimiento de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, por lo que la reclamación 
debe desestimarse. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada ante el Ayuntamiento de xxxx1, por Dña. xxxxx, debido a los daños 
sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 

  
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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